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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de enero de 2020. 

 El Tribunal de Primera Instancia (“TPI”) denegó la solicitud de 

un padre dirigida a impugnar un informe social sobre la base del 

cual dicho foro determinó la forma en que, por el momento, se darán 

las relaciones entre dicho padre y su hijo de 2 años de edad.  Según 

se explica en detalle a continuación, concluimos que el padre debe 

tener la oportunidad de impugnar el referido informe. 

I. 

El 5 de noviembre de 2018, la Sa. Melissa Collazo Ortiz (la 

“Madre”) presentó una demanda de custodia, patria potestad y 

alimentos (la “Demanda”) en contra del Padre.  Solicitó la custodia 

monoparental de su hijo menor de edad (el “Menor”) y que se le 

adjudicara exclusivamente la patria potestad.  Asimismo, requirió 

que se fijara una pensión alimentaria a favor del Menor.  El Sr. 

Ricardo Munet Heredia (el “Padre”) contestó la Demanda y presentó 

una reconvención; alegó que la Madre estaba impidiendo las 

relaciones paternofiliales, por lo que solicitó su reanudación.  

Además, alegó que, conforme al mejor bienestar del Menor, procedía 

que la custodia se ejerciera de forma compartida.   
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En marzo de 2019, el TPI refirió el caso a la Unidad Social 

para que preparara el estudio de relaciones filiales y custodia 

correspondiente.  Tras varios trámites, el 20 de mayo de 2019, la 

Trabajadora Social asignada al caso, Sa. Jensy Juan Zacarías (la 

“Trabajadora Social”), presentó una moción a través de la cual, luego 

de entrevistar preliminarmente al Padre y a la Madre, recomendó 

que las relaciones paternofiliales continuaran paralizadas.   

Mediante Resolución y Orden notificada el 19 de septiembre 

de 2019, el TPI permitió la entrega de copia del Informe Social 

Forense sobre Custodia y Relaciones Filiales (el “Informe Social”) a 

la representación legal de las partes.   

Del Informe Social surge que la Madre alegó que el Padre “la 

empujó bajo efectos de alcohol”, lo cual el Padre negó, y que la 

expareja del Padre sostuvo que este la maltrataba y que desde que 

lo conoció “tenía problema con el alcohol”.  La abuela materna fue 

entrevistada y sostuvo que, cuando vivía con el Padre y Madre, 

observó que el Padre “llegaba borracho”.  Se consigna, además, en 

el Informe Social, que el Padre “presentó historial” de haber sido 

“intervenido por la Policía por manejar” bajo los efectos del alcohol, 

como resultado de lo cual fue multado y se le privó por 10 días de 

su licencia de conducir.   

El Informe Social concluye que, “dada la edad del menor” y el 

hecho de que el Padre “no ha recibido ningún tipo de ayuda … en el 

área de alcohol”, la custodia debe ejercerse por la Madre y las 

relaciones con el Padre deben efectuarse de forma “supervisada en 

el Proyecto Encuentro”, una vez en semana por un año.  

El TPI concedió 20 días a las partes para mostrar causa por 

la cual no debía acoger las recomendaciones de la Trabajadora 

Social.  Al respecto, apercibió que: “…de no comparecer por escrito 

durante dicho término, este Tribunal podrá dictar resolución 
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conforme las recomendaciones del Informe Social sin más citarle ni 

oírle.” 

El Informe Social fue notificado a las partes el 26 de 

septiembre de 2019.  El 15 de octubre de 2019, el Padre, en 

cumplimiento con la directriz del TPI, presentó una moción 

mediante la cual informó estar en desacuerdo con las 

recomendaciones del Informe Social.  Además, solicitó tiempo para 

culminar la contratación de un perito y, consecuentemente, poder 

presentar el correspondiente informe de impugnación.  

El 24 de octubre de 2019, el TPI emitió una Resolución (la 

“Resolución”) mediante la cual otorgó la custodia del Menor a la 

Madre.  Dispuso, además, que las relaciones paterno filiales se 

llevarían a cabo, por un año, de la forma en que se recomendó en el 

Informe Social.  Además, y entre otros asuntos, se ordenó al Padre 

a “no consumir alcohol cuando se relacione con el menor” y se 

dispuso que el Padre “debe ser reevaluado al cabo de un año … en 

el área de alcohol”, luego de lo cual el caso sería “reevaluado para 

ampliar las relaciones paterno filiales”. 

El Padre solicitó la reconsideración de la Resolución.  Arguyó 

que notificó oportunamente su desacuerdo con las recomendaciones 

incluidas en el Informe Social.  Informó que contaba con los servicios 

de un perito y solicitó que se le permitiera presentar un informe de 

impugnación.  Mediante Orden notificada el 29 de octubre, el TPI 

denegó dicha moción de reconsideración.   

Inconforme, el 25 de noviembre, el Padre presentó el recurso 

de referencia, en el cual plantea que: 

Erró y abusó de su discreción el TPI al establecer que 
“ante el silencio de las partes” irrazonablemente privar 

al peticionario de que su perito pudiera realizar la labor 
forense para impugnar el Informe Social rendido por la 
Trabajadora Social del TPI.  Con su determinación el TPI 

le violenta al peticionario su derecho a un debido 
proceso de ley y en especial a poder presentar prueba 

pericial para demostrar que el estudio social rendido 
por la Unidad de Trabajo Social en la presente acción es 
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un estudio incompleto, falto de información medular 
para atender los méritos de las controversias ante el 

TPI, sobre las cuales el TPI necesitaría recibir prueba 
para poder resolver conforme a los mejores intereses del 

menor. 
 

Mediante una Resolución notificada el 17 de diciembre, le 

ordenamos a la Madre mostrar causa por la cual no debíamos 

expedir el auto solicitado y revocar la Resolución.  Planteó que, 

dentro del término concedido por el TPI, el Padre no impugnó 

adecuadamente el contenido del Informe Social, pues sus escritos 

ante el TPI han carecido de fundamentos y no señalan los “aspectos 

del [I]nforme que deseaba impugnar”.  Por ello, la Madre concluye 

que el Padre “guardó silencio”, de conformidad con lo cual el TPI 

actuó correctamente al acoger el Informe Social sin trámite 

adicional. 

II. 

La determinación de a quién le corresponde la custodia de un 

menor debe estar precedida de un análisis objetivo y sereno de todos 

los hechos que rodean la controversia ante la consideración del 

magistrado.  Santana Medrano v. Acevedo Osorio, 116 DPR 298, 301 

(1985).  El principio cardinal que debe guiar a los tribunales en estos 

casos es si su decisión redunda en el mejor bienestar del menor.  

Maldonado v. Burris, 154 DPR 161, 164 (2001); Sánchez Cruz v. 

Torres Figueroa, 123 DPR 418 (1989).  Un tribunal, enfrentado a un 

litigio donde se dilucida la custodia, patria potestad o las relaciones 

materno y/o paternofiliales, no puede actuar livianamente.  De ahí 

que debe contar con la información más completa y variada posible 

para resolver de forma correcta.  Peña v. Peña, 164 DPR 949, 959 

(2005). 

Al ejercer esta función, el tribunal puede buscar asistencia de 

peritos en la conducta humana que le ayuden a comprender los 

asuntos ante su consideración y alcanzar una solución correcta del 

caso. Peña, a la págs. 959-960.  El perito nombrado por el tribunal, 
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por su imparcialidad, se convierte en un valioso recurso para 

informar con objetividad sobre los factores sicológicos, emocionales 

o sociales que inciden sobre las controversias legales.  Claro está, la 

responsabilidad y capacidad de adjudicar la acción de custodia 

recae, en última instancia, en el tribunal y no en los peritos.  Íd., 

págs. 960-961.   

El perito tiene el deber de notificar sus hallazgos a las partes, 

de manera que estos tengan tiempo suficiente para prepararse, en 

caso de que pretendan refutarlos. Rentas Nieves v. Betancourt 

Figueroa, 201 DPR 416 (2018).  Las partes tienen derecho a recibir, 

e impugnar, estos informes, de una forma efectiva.  Rentas Nieves, 

201 DPR a las págs. 432-433.  Ello incluye la oportunidad de 

presentar prueba de impugnación, lo cual puede incluir otros 

informes periciales.  Rentas Nieves, 201 DPR a la pág. 429. 

III. 

Concluimos que erró el TPI al no permitirle al Padre presentar 

prueba dirigida a impugnar el Informe Social.  Ello ante el hecho de 

que, dentro del término concedido por el TPI, el Padre informó, 

aunque de forma escueta, que pretendía impugnar el Informe Social.  

Incluso, el Padre informó su intención de contratar a un perito y 

solicitó tiempo para someter el correspondiente informe de 

impugnación.  La prueba que pudiese oportunamente aportar el 

Padre podría ser una herramienta útil para que el TPI cuente con 

los elementos de juicio más completos al determinar en qué consiste 

el mejor bienestar del Menor. 

No obstante, se sostiene la decisión del TPI en cuanto a que, 

hasta que otra cosa pudiese determinarse, la custodia del Menor la 

tendrá la Madre y en cuanto a la forma en que se conducirán las 

relaciones paterno filiales.  De conformidad con el récord actual, 

actuó razonablemente el TPI al determinar sobre lo anterior.  Ello 

sin perjuicio de que, con el beneficio de información adicional, y 
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según lo pudiesen ameritar las circunstancias, el TPI posteriormente 

modifique (ampliando o restringiendo) las relaciones entre el Padre 

y el Menor. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se expide el auto 

solicitado, y se modifica la Resolución recurrida únicamente con el 

fin de permitir que el peticionario impugne el Informe Social en 

controversia mediante la presentación de prueba.  Se devuelve el 

caso al Tribunal de Primera Instancia para procedimientos 

ulteriores compatibles con lo aquí resuelto.   

Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Jueza Colom García concurre sin opinión escrita.  

 

 
 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


